
Juicio Oral Mercantil 365/2025-V
Sentencia definitiva

Zapopan, Jalisco, diecinueve de febrero de dos mil 
veintiséis.

VISTO, para resolver en sentencia, el juicio oral 

mercantil 365/2025-V, promovido por  ******** ****** 

******
1

, contra  **** ******* ******** ******** 

*******
**** ** 
***** 
*******
** 
***** 
*******
*** 
**** 

******
2

; y, 

R E S U L T A N D O:
I. Presentación de la demanda. Mediante escrito 

depositado en el buzón judicial de los Juzgados de Distrito 

en Materia Civil en el Estado de Jalisco, el once de agosto de 

dos mil veinticinco, la parte actora demandó, por derecho 

propio, en la vía oral mercantil, de la enjuiciada, las 

prestaciones siguientes:

I. LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE NULIDAD 
ABSOLUTA del retiro de efectivo en ventanilla por la 
cantidad de $113,000.00 (CIENTO TRECE MIL PESOS 
00/100 M.N.) de fecha 16 de agosto de 2021, de mi 
cuenta de depósito con número  ********** en tanto 
nunca fue autorizada por el suscrito.

II. LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE NULIDAD 
ABSOLUTA del retiro de efectivo en ventanilla por la 
cantidad de $160,000.00 (CIENTO SESENTA MIL 
PESOS 00/100 M.N.) de fecha 23 de octubre de 2020, 
sobre mi cuenta de depósito con número  ********** 
en tanto nunca fue autorizada por el suscrito.

III. LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE NULIDAD 
ABSOLUTA de los vouchers, pagarés o comprobantes 
de las operaciones señaladas en las prestaciones I y II.

IV. Como consecuencia de una eventual procedencia de 
las prestaciones I y II EL REEMBOLSO de la cantidad 
de $273,000.00 (DOSCIENTOS SETENTA Y TRES 
MIL PESOS 00/100 M.N.) que corresponden a los 
recursos que fueron sustraídos mediante las 
operaciones descritas en dichas operaciones.

1 Nombre de la parte actora.
2 Nombre de la parte demandada.
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V. EL PAGO DE INTERÉS MORATORIO en razón de 6% 
anual, conforme al artículo 362 del Código de 
Comercio, respecto la cantidad de $273,000.00 
(DOSCIENTOS SETENTA Y TRES MIL PESOS 00/100 
M.N.) desde la fecha en que fue realizada cada 
operación desconocida, conforma a las prestaciones I y 
II, es decir, el 16 de agosto de 2021 y el 23 de octubre 
de 2020, respectivamente, hasta que la demandada 
restituya dicha cantidad al suscrito

VI. El pago de los gastos y costas que se originen con 
motivo de este juicio.

II. Substanciación del juicio. Se admitió la demanda, 

en la vía y forma propuestas, se ordenó el emplazamiento de 

la parte demandada; quien contestó la demanda en el plazo 

concedido; la parte actora desahogó la vista relativa; se inició  

la audiencia preliminar misma que fue suspendida dada la 

manifestación de las partes en el sentido de existir la 

posibilidad de conciliar sus intereses; lo cual no aconteció, 

por lo que en fecha posterior, se reanudó y celebró en su 

totalidad la referida audiencia y posteriormente se llevó a 

cabo la de juicio, en la que se desahogaron las pruebas, se 

formularon alegatos y se declaró visto el asunto, por lo que 

procede dictar sentencia; y,

C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Segundo de 

Distrito en Materia Mercantil Federal, Especializado en 

Juicios Orales, con sede en Zapopan, Jalisco, es competente 

para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad 

con lo dispuesto por los artículos 104, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

1090, 1092, 1094, fracciones I y III, y 1390 Bis 8, del Código 

de Comercio, en razón de que se trata de la aplicación de 

leyes federales y las partes se sometieron, de forma tácita, a 

la competencia de este órgano jurisdiccional, ya que la parte 

actora ocurrió a demandar y la parte demandada no opuso la 
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excepción de incompetencia, por lo que se concluye que se 

sometieron de forma tácita.

SEGUNDO. Vía. La vía mercantil oral, es procedente, 

acorde con lo dispuesto por los artículos 75, fracción XIV, y 

1049 del Código de Comercio, ya que la controversia que 

aquí se ventila, deriva de operaciones de bancos; en tanto 

que por disposición de los numerales 1055, 1390 Bis y 1390 

Bis 1 de la citada legislación, en cuanto establece que se 

tramitarán en la vía oral todas las contiendas mercantiles, 

así, el presente asunto es de cuantía determinada y no existe 

una vía especial para este tipo de juicio.

TERCERO. Personalidad. La personalidad de la parte 

actora está acreditada, toda vez que compareció por derecho 

propio, manifestando mayoría de edad, lo que supone su 

capacidad al tratarse de una persona física; mientras que, la 

parte demandada se apersonó al proceso por conducto de su 

apoderado, demostrando dicho carácter con la copia 

certificada del documento habilitante correspondiente, lo 

anterior acorde a lo establecido por el artículo 1056 del 

Código de Comercio, en relación con los artículos 22, 24, 25, 

27 y 2554 del Código Civil Federal, supletorio del primero de 

los ordenamientos legales invocados.

Temas examinados en la etapa procesal oportuna y que 

subsisten con firmeza procesal toda vez que, no se cuenta 

con facultades legales para revocar oficiosamente la propia 

determinación. 

CUARTO. Estudio de la acción. En este apartado, se 

abordará el estudio y decisión sobre la acción ejercida por la 

parte actora, así como de las excepciones opuestas por la 

demandada, a fin de concluir si cumplieron con la carga 

procesal que les impone el artículo 1194 del Código de 

Comercio, que establece que el que afirma está obligado a 

probar, por lo que la parte actora debe probar su acción y la 
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demandada sus excepciones.

HECHOS. 
Para ello, la parte accionante narró los hechos:

➢ Que desde hace más de ocho años ha sido cliente de la 
institución financiera demandada con quien ha 
contratado toda clase de productos financieros, cuentas 
de ahorro, depósito donde recibía su pensión jubilatoria, 
tarjetas de crédito y préstamo personal ligado a la 
cuenta de depósito, que debido al poco conocimiento 
que tiene respecto al manejo de la banca móvil a la 
consulta y lectura de estados de cuenta, de manera 
recurrente entre enero de dos mil veinte a agosto de 
dos mil veintiuno, acudió a una sucursal de la institución 
financiera enjuiciada, siendo atendido por la directora 
de la sucursal, quien lo asesoraba con la reestructura 
de un préstamo personal que inicialmente había 
contratado,  que ante la oferta de tasas de interés más 
competitivas acudía con ella para la negociación a 
nuevos términos del préstamo, así dicha persona se 
encargaba de realizar toda clase de movimientos en su 
cuenta para lograr supuestamente la reestructuración 
del préstamo a tasas de interés mucho más bajo

➢ Que durante el año dos mil veintiuno, se percató de la 
existencia de diversos préstamos con cargo  a sus 
cuentas de depósito así como adeudos a las tarjetas de 
crédito que tenía contratados, particularmente por 
disposiciones de efectivo los cuales nunca había 
consentido, todo ello en virtud de que la mayoría de 
estos créditos y adeudos estaban domiciliados en la 
cuenta de depósito desde la cual percibía su pensión 
jubilatoria, por lo que una vez que acudió a un cajero 
automático para realizar un retiro de efectivo advirtió 
que tenía un saldo considerablemente menor.

➢ Derivado de ello decidió interponer las aclaraciones 
pertinentes ante la demandada las cuales fueron 
desestimadas respectivamente, excepto aquellas que 
estaban relacionadas con cargos por seguros de vida y 
gastos médicos mismos que fueron cancelados y 
reembolsados.

➢ Que derivado de esto, virtud a que la demandada 
señalaba que las operaciones habían sido autorizadas 
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supuestamente desde su banca asumió que quizá 
habían sido ejecutadas por la única persona que tuvo 
acceso a su cuenta de manera directa y con discreción 
es decir la funcionaria bancaria con quien acudió para 
reestructurar préstamos personales

➢ Que al recibir la respuesta negativa decidió presentar 
una queja ante la contra la demandada ante la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros y también una 
denuncia ante la Fiscalía General del estado de Jalisco, 
la queja en CONDUSEF fue registrada bajo el 
expediente 2022/150/5082, la queja fue en relación con 
cinco operaciones que hasta ese momento desconocía 
la totalidad de movimientos que habían sido realizados 
sin su consentimiento los cuales datan desde el año 
dos mil veinte.

➢ Que posteriormente al analizar a detalle los estados de 
cuenta relacionados con esos movimientos respecto a 
la totalidad de las cuentas, desde dos mil veinte a dos 
mil veintidós, particularmente que le permitieran 
rastrear la forma en que fueron dispuestos los recursos 
de los préstamos desconocidos y disposiciones de 
efectivo con cargo a las tarjetas de crédito, pudo 
advertir que gran parte de estos recursos habían sido 
utilizados de manera compleja para liquidar 
movimientos y préstamos que de igual forma no habían 
sido contratados por el accionante, así como para 
abonar a los préstamos desconocidos mediante los 
cobros de parcialidades domiciliado todo ello entre 
cuentas de depósito y tarjetas de crédito a nombre de la 
parte actora durante lo largo de dos años, de modo que 
ante esa complejidad y posible inviabilidad de la nulidad 
de tales préstamos y movimientos únicamente reclama 
las operaciones consistentes en retiro en efectivo en 
ventanilla por las cantidades de $113,000.00 (ciento 
trece mil pesos moneda nacional) de fecha 16 de 
agosto de 2021 y $160,000.00 (ciento sesenta mil 
pesos moneda nacional) de fecha 23 de octubre de 
2020, ambas operaciones visibles en los estados de 
cuenta.

En ese sentido, cabe señalar que del análisis integral a 
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la demanda, se advierte que la litis en el presente asunto se 

centra en determinar si los dos retiros de efectivo en 

ventanilla, realizados con cargo a la cuenta bancaria de la 

parte accionante, fueron realizados o autorizados por la 

persona cuentahabiente; ello en virtud de que niega lisa y 
llanamente tal conducta.

Tiene aplicación, por analogía, la jurisprudencia, cuyo 

rubro es el siguiente: 
“Novena Época. Registro: 172731. Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Abril de 2007. 
Materia(s): Civil. Tesis: 1a./J. 11/2007. Página: 143.
NULIDAD ABSOLUTA. PROCEDE CUANDO SE ALEGA 
LA FALSEDAD DE LA FIRMA IMPRESA EN UN PAGARÉ 
(VOUCHER) SUSCRITO EN VIRTUD DE UNA COMPRA 
REALIZADA A TRAVÉS DE UNA TARJETA DE 
CRÉDITO.”

En el caso, para el acogimiento de la acción de 

nulidad de las operaciones bancarias que controvierte la 

parte actora, deberá acreditar los elementos de la acción 

siguientes:

1. La existencia de la relación contractual, en virtud 

de la cual se aperturaron las cuentas bancarias de la parte 

actora.

2. La existencia de las operaciones bancarias cuya 

nulidad demanda.

3. Que los retiros de efectivo en ventanilla no hayan 
sido autorizados por la persona cuentahabiente a través 

del uso de su firma autógrafa, electrónica, contraseñas y 

claves personales o número confidencial de identificación 

personal (NIP), vigentes en el momento de dichas 

operaciones.

A fin de determinar a quién le corresponde la carga de 

la prueba en el presente juicio, es menester considerar los 

artículos 1194 y 1195 del Código de Comercio, disponen que 

el que afirma está obligado a probar y como consecuencia de 
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ello, la parte actora debe probar su acción y el banco 

demandado sus excepciones; el que niega no está obligado 

a probar, sino en el caso de que su negación envuelva la 

afirmación expresa de un hecho.

Es pertinente destacar que la parte actora demanda la 

nulidad de los dos retiros de efectivo en ventanilla, realizados 

con cargo a su cuenta bancaria, los cuales niega lisa y 
llanamente haber efectuado, en términos de lo establecido 

por el numeral 1195 del Código de Comercio, por tanto, es 

indiscutible que no le atañe la carga probatoria, sino a su 

contraparte.

Lo que es así puesto que la parte demandada 

manifestó al dar contestación que las prestaciones del actor 

son improcedentes alegando que éste dispuso en su 

beneficio de las cantidades de $113,000.00 (ciento trece mil 
pesos 00/100 moneda nacional) y  $160,000.00 (ciento 
sesenta mil pesos 00/100 moneda nacional), 
respectivamente, los días dieciséis de agosto de dos mil 

veintiuno y veintitrés de octubre de dos mil veinte, y en 
dichas operaciones se identificó y fue identificado 
respectivamente con la credencial para votar con 
fotografía que identifica con los números  ********* y  
************ emitida a su favor por el Instituto Federal 
Electoral, vigente hasta el año dos mil veinticuatro, de 

ahí que a la demandada le corresponde demostrar dichas 

aseveraciones.

En ese orden de ideas, la institución enjuiciada es la 

que tiene a su alcance la información y documentación que 

la ley que la rige le obliga a resguardar por cierto tiempo, con 

el fin de respaldar los movimientos de sus activos y pasivos, 

por el contrario, la parte actora no tiene acceso a los medios 

para acreditar que no autorizó las operaciones bancarias 

consistentes en los dos retiros de efectivo en ventanilla, 
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realizados con cargo a su cuenta —hechos negativos— y sí 

la demandada para probar su autoría.

Sin que obste a lo anterior, la regla general de que la 

parte actora es la responsable del uso y resguardo de las 

claves y contraseñas otorgadas, pues el artículo 77 de la Ley 

de Instituciones de Crédito, dispone que los bancos deben 

prestar sus servicios con apego a prácticas sanas que 

propicien la seguridad de las operaciones de sus clientes. 

Sirven de apoyo, en lo conducente, las jurisprudencias, 

cuyos rubros, respectivamente, son del tenor literal siguiente:
“Época: Décima Época. Registro: 2011706. Instancia: 

Plenos de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 30, Mayo de 2016, 
Tomo III. Materia(s): Civil. Tesis: PC.IX.C.A. J/3 C (10a.). Página: 
2399. 

TARJETAS DE DÉBITO. CORRESPONDE A LA 
INSTITUCIÓN DE CRÉDITO LA CARGA DE LA PRUEBA 
CUANDO EL TARJETAHABIENTE DEMANDE LA 
CANCELACIÓN DE LOS CARGOS EFECTUADOS POR 
DISPOSICIONES EN EFECTIVO EN CAJEROS 
AUTOMÁTICOS.”

“Época: Novena Época. Registro: 169027. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XXVIII, Agosto de 2008. Materia(s): Civil. Tesis: 
VIII.4o.28 C. Página: 1209. 
TARJETAS DE CRÉDITO. SUPUESTO EN EL QUE NO 
OPERA LA CARGA DE LA PRUEBA AL ACTOR 
CUANDO NIEGA HABER EFECTUADO LOS PAGOS Y 
DISPOSICIONES QUE DIERON ORIGEN A LOS CARGOS 
CUYA CANCELACIÓN DEMANDA.”

Debe establecerse así la carga probatoria, dado que la 

obligación generada se actualiza con la utilización de la parte 

actora de su cuenta, en este caso mediante retiros en 

efectivo en ventanilla, al proporcionar medios de 

identificación, situación que obliga a las instituciones 

bancarias que tengan en su poder la documentación o 

registros atinentes, pues los movimientos que realicen están 

condicionados al cumplimiento de las formalidades 

necesarias para validarlos; por lo que es palmaria la 
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obligación de la institución bancaria de tener esos 

documentos o registros informativos, y por tanto, también su 

carga procesal cuando se niegue por parte del 

cuentahabiente los movimientos relativos.

En tal sentido se ha pronunciado la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 

contradicción de tesis 128/2018, respecto a la demanda por 

nulidad de vouchers, cuyas consideraciones son aplicables 

por analogía al presente asunto –por controvertirse 
operaciones bancarias–, según lo sostuvo la Sala referida 

en la diversa contradicción 206/2020, pues, lo importante 

para este caso, es destacar a través de lo ya resuelto, la 

carga probatoria preponderante que tienen los bancos en el 

litigio contra el usuario, por ser la parte subordinante en la 

relación de consumo.

Sin que se soslaye el hecho de que, si bien el artículo 

1196 del Código de Comercio, establece que el que niega 

está obligado a probar cuando su contraparte tiene una 

presunción legal a su favor, en caso de acreditar la 

existencia de la autorización del cuentahabiente en los retiros 

efectivo en ventanilla, el destinatario del mensaje (banco), 

pudiera contar con las presunciones establecidas en el 

artículo 90 Bis del mismo Código; sin embargo, lo cierto es 

que el hecho del cual se presume aquél y que le sirve de 

antecedente, sí necesita la plena prueba para que se pueda 

estar en condiciones de ser considerado cierto y pueda 

aplicarse esa presunción, tal como lo establece el artículo 

1280 del Código de Comercio, el cual se transcribe:
“Artículo 1280. El que tiene a su favor una presunción 
legal, sólo está obligado a probar el hecho en que se funda 
la presunción.”

Motivo por el cual, previamente a que se le arroje la 
carga de la prueba al usuario que niega haber realizado 

las operaciones tildadas de nulas, la institución financiera 
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debe probar (1) que los procedimientos de identificación que 

fueron utilizados durante las transacciones, se ajustaron a lo 

acordado con el usuario y a lo exigido por las Disposiciones 

de Carácter General Aplicables a las Instituciones de Crédito 

emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, (2) 

además de la fiabilidad del procedimiento que se utilizó para 

autorizarlas, esto es, que los datos de creación del mensaje 

en el contexto en que se utilizaron corresponden 

exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí mismo 

haya sido alterado por algún agente externo; lo anterior, a fin 

de que surja la presunción del artículo 90 Bis del Código de 

Comercio.

Asimismo, la Sala del Máximo Tribunal del País, en la 

contradicción referida, aclaró que a fin de que la persona 

juzgadora esté en posibilidad de aplicar en favor de la 

institución bancaria la aludida presunción de tener como 

emisor al que envió el mensaje de datos, se necesita la 

exhibición de mayores elementos para demostrar la fiabilidad 

del método para la generación de la firma, por lo que una 
vez que la institución bancaria acredite que no se 
vulneró el sistema durante la transacción 
correspondiente y que tomó las medidas de seguridad 
necesarias; entonces, la carga de la prueba se le revertirá al 

usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 

aquélla.

Por ende, en el supuesto en que un usuario aduzca 

desconocer las operaciones realizadas, corresponderá en 

primer momento a la institución financiera demostrar el hecho 

antecesor al presumible previsto en el artículo 90 Bis del 

Código de Comercio, es decir, deberá probar haber 
utilizado un procedimiento acordado con el usuario para 
establecer que el mensaje venía de aquél de conformidad 
con lo pactado en el contrato. 
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Aunado a que el artículo 1298-A del Código de 

Comercio establece que, para valorar la fuerza probatoria del 

mensaje de datos, se tendrá en cuenta la fiabilidad del 
método en que haya sido generado.

Todo lo anterior, en términos de lo resuelto por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al resolver la contradicción de tesis 206/2020, génesis de la 

jurisprudencia de rubro: “TRANSFERENCIAS 

ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU 

NULIDAD, CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA 

DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 

PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE 

PARA ACREDITAR SU FIABILIDAD.”, en la que, en lo 

conducente, se precisó:
“En lo relevante y aplicable para el presente asunto, esta 
Primera Sala sostuvo lo siguiente en la contradicción de 
tesis 128/2018: […]
- Por ende, se dijo que la institución financiera prestadora 
del servicio deberá acreditar los procedimientos de 
identificación que fueron utilizados durante la transacción y 
que fueron acordados con el usuario. Asimismo, dado que 
al utilizar como medio de prueba el propio mensaje de 
datos, cuyo valor está condicionado a la fiabilidad del 
procedimiento de creación, entonces la institución deberá 
demostrar que aquél cumple con los requisitos previstos 
para la verificación de la fiabilidad de las firmas 
electrónicas, es decir, que los datos de creación del 
mensaje en el contexto en que se utilizaron, corresponden 
exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí mismo 
haya sido alterado por algún agente externo.
- Aunado a que, como se precisó, los métodos de clonación 
de datos evolucionan de forma desmesurada, siendo que 
es responsabilidad de las instituciones financieras dotar de 
seguridad a los mecanismos por los cuales se realizan 
operaciones financieras, y en todo caso, cuenta con los 
recursos necesarios para demostrar la ausencia de riesgo 
en aquéllas.
- Por tanto, se dijo que cuando el cuentahabiente niegue 
haber realizado los pagos que originaron los cargos cuya 
cancelación demandó, entonces es la institución bancaria la 
que tiene la obligación de aportar las pruebas pertinentes 
con las que se acredite que fue el propio usuario quien 
realizó los mismos, es decir, que fue el emisor de la 
autorización mediante la firma electrónica; pues no debe 
perderse de vista que son las instituciones bancarias 
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prestadoras del servicio las que se encuentran en una 
posición dominante en la relación de consumo, por lo que 
están obligadas a garantizar la seguridad en todas las 
operaciones que se lleven a cabo con motivo de los 
contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las 
que cuentan con dispositivos y mecanismos que facilitan la 
aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 
implementación de las medidas de seguridad a efecto de 
poder verificar no sólo los montos de las disposiciones o los 
cargos, sino la utilización de la tarjeta que cuenta con 
mecanismo CHIP y del número de identificación personal 
de los usuarios.
- En ese sentido, se concluyó que sólo una vez que la 
institución bancaria haya acreditado tales extremos, de 
conformidad con el artículo 1280 del Código de Comercio, 
es decir, sólo cuando se acredite que no ocurrió una 
vulneración al sistema durante esa transacción (como 
podría ser la extracción de información en los mensajes de 
datos) y que tomó las medidas de seguridad necesarias; 
entonces la carga de la prueba se le revertirá al usuario 
quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por aquélla. 
[…]
Con base en lo anterior, y en la línea de lo que esta Primera 
Sala señaló al resolver la contradicción de tesis 128/2018, 
la presunción en el sentido de que las transferencias 
mediante mecanismos electrónicos son infalibles, y por 
ende, que debe trasladarse la carga de la prueba al usuario 
del servicio bancario, no puede actualizarse en atención a 
que como ha quedado de manifiesto, actualmente se 
conocen diversas maneras de poder obtener 
fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse 
contenido electrónico para realizar operaciones 
fraudulentas; de ahí que la institución bancaria es quien 
debe de acreditar que los procedimientos de identificación 
que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario fueron emitidos correctamente, 
además de la fiabilidad del procedimiento que se utilizó 
para autorizar la transacción, máxime si consideramos que 
el banco cuenta con la infraestructura para generar la 
evidencia presentada ante los órganos jurisdiccionales.
e) Conclusión.
Ante el escenario descrito, esta Primera Sala estima que no 
puede presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a 
partir de la mera acreditación de que una transferencia 
electrónica de dinero se llevó a cabo utilizando un 
determinado mecanismo de autenticación por parte del 
usuario. A juicio de este Alto Tribunal, dicha presunción 
solamente se puede obtener una vez que la institución 
bancaria demuestre haber seguido el procedimiento exigido 
normativamente para la realización de la operación de que 
se trate.
Lo expuesto anteriormente permite concluir que tratándose 
de una controversia en que resulte controvertida la 
realización de una operación de transferencia de dinerario a 
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una cuenta de un tercero u otra institución bancaria, 
corresponde a la institución bancaria acreditar que la 
operación se realizó de acuerdo a los protocolos exigidos 
por las disposiciones de carácter general, aplicables a las 
instituciones de crédito, emitidas por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el dos de diciembre de dos mil cinco. Siendo 
que la mera acreditación de que se ingresaron los medios 
de autenticación conocidos como las claves y contraseñas 
para autorizar las operaciones, corresponde a uno de los 
elementos que deben llevar a dicha convicción.
De ahí que, cuando resulte controvertida la validez de una 
transacción que tenga por objeto la trasferencia de recursos 
dinerarios a cuentas de terceros u otras instituciones 
bancarias, no basta con la acreditación de que se 
introdujeron las claves o contraseñas para acceder al 
sistema electrónico, con independencia de la categoría 
que les correspondiera; sino que la institución bancaria 
deberá demostrar que dicha operación cumplió 
igualmente con el procedimiento previsto en las 
Disposiciones de Carácter General Aplicables a las 
Instituciones de Crédito emitidas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, concretamente, que el 
mecanismo de autenticación correspondía al de la 
cuantía y formato de la operación, la emisión del 
comprobante y notificación al usuario de la operación 
respectiva, el debido seguimiento de los plazos 
establecidos para el registro de una cuenta 
destinataria, entre otros que se puedan advertir de las 
disposiciones antes citadas, según corresponda al 
monto y canal por el que se lleve a cabo la operación.
Sobre este aspecto, cabe precisar que en estas 
circunstancias lo cuestionado no es propiamente la 
fiabilidad del método por el cual se crearon las claves de 
autenticación durante la contratación del servicio de banca 
electrónica a efecto de que el usuario pudiera ingresar a 
este sistema electrónico. En cambio, la carga probatoria a 
la que aquí se hace referencia es la de acreditar que el 
sistema dispuesto por la institución bancaria operó bajo los 
protocolos establecidos en las Disposiciones de Carácter 
General Aplicables a las Instituciones de Crédito emitidas 
por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, al 
momento en que se llevó a cabo la transferencia de 
recursos dinerarios, y que, por tanto, el sistema en sí 
mismo no fue vulnerado por algún agente externo. […]” 
Lo destacado es propio de este órgano jurisdiccional.

La jurisprudencia invocada en último término, es del 

rubro siguiente:
“Registro digital: 2023157. Instancia: Primera Sala. 
Undécima Época. Materias(s): Civil. Tesis: 1a./J. 17/2021 
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(10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tipo: 
Jurisprudencia.
TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. 
CUANDO SE RECLAME SU NULIDAD, CORRESPONDE 
A LA INSTITUCIÓN BANCARIA DEMOSTRAR QUE SE 
SIGUIERON LOS PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS 
NORMATIVAMENTE PARA ACREDITAR SU 
FIABILIDAD.”

HECHOS NO CONTROVERTIDOS. 
Definido lo anterior, del análisis de la audiencia 

preliminar, se tiene que, en la etapa correspondiente se 

fijaron como acuerdos sobre hechos no controvertidos:

-La existencia de la relación contractual 

-La existencia de las operaciones bancarias materia de 

la litis.

Así, el primero de los elementos de la acción, 

consistente en la existencia de la relación contractual, en 

virtud de la cual se apertura la cuenta bancaria de la que se 

dispuso de cierto numerario mediante retiros de efectivo en 

ventanilla, aquí controvertidas; así como la actualización del 

segundo de los elementos de la acción, relativo a la 

existencia de las transacciones bancarias, cuya nulidad se 

demanda, dado el acuerdo efectuado por las partes, se 

encuentra satisfecho, con rango de hechos no 
controvertidos.

En efecto, tratándose de un juicio con hechos que han 

sido en parte aceptados y en parte controvertidos, la materia 

probatoria se limita a los hechos controvertidos, quedando 

relevados de prueba los hechos aceptados.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia de rubro 

siguiente:
“Época: Octava Época. Registro: 213647. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Núm. 73, Enero de 1994. Materia(s): Civil. 
Tesis: I.4o.C. J/56. Página: 61. 
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PRUEBA EN JUICIOS MERCANTILES. MATERIA DE LA. 
SOLO LA CONSTITUYEN LOS HECHOS 
CONTROVERTIDOS.”

Lo anterior de acuerdo con el artículo 329 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al 

Código de Comercio.

Resulta aplicable, en lo conducente, la jurisprudencia, 

cuyo rubro es el siguiente:
“Décima Época. Registro: 2000070. Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, 
Tomo 3. Materia(s): Civil. Tesis: 1a./J. 2/2011 (10a.). 
Página: 2271. 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA O DE LA 
RECONVENCIÓN EN EL JUICIO ORDINARIO 
MERCANTIL. PARA ESTABLECER LAS 
FORMALIDADES QUE DEBEN OBSERVARSE EN SU 
FORMULACIÓN, ASÍ COMO LAS CONSECUENCIAS 
LEGALES POR SU INCUMPLIMIENTO, PROCEDE 
APLICAR SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 329 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES.”

MEDIOS DE CONVICCIÓN. 
Adicionalmente a lo anterior, la acreditación de los 

elementos de la acción en estudio también se robustece 

con:

Las documentales privadas ofrecidas por la enjuiciada 

en el punto III, del escrito de contestación de demanda 

consistente en:

➢ Copias de los comprobantes de retiros en ventanilla de 

fechas 23 de octubre de 2020 y 16 de agosto de 2021, 

por las cantidades de 160,000.00 (ciento sesenta mil 

pesos moneda nacional) y 113,000.00 (ciento trece mil 

pesos moneda nacional), respectivamente. 

➢ Copias del acuse de entrega de tarjeta de débito, del 

anexo de datos generales del cliente al Contrato Único 

Digital de 30 de enero de 2018 y el anexo de “Servicios 

Digitales” “Banca Electrónica” y anexo de “Cuentas 

Ligadas para Servicio de Alerta” así como la hoja de 
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firmas del Contrato Digital con número de registro de 

contrato de adhesión número 0305-434-020433/07-

04050-0717 y clausulado.

➢ Copias del acuse de entrega de tarjeta de débito la 

carátula del Contrato de Productos y Servicios 

Múltiples, Anexo de Medios Electrónicos, Anexo de 

Datos Generales del Cliente al Contrato de Productos 

Y Servicios Múltiples de 09 de marzo de 2017, Anexo 

de Comisiones al Contrato de Productos y Servicios 

Múltiples, Anexo de designación de beneficiarios, hoja 

de firmas del contrato, Clausulado del contrato 

celebrado entre las partes e identificación del actor por 

ambos lados en copia simple.

➢ Los estados de cuenta de los periodos 

correspondientes al 23 de agosto al 22 de septiembre 

de 2020, del 23 de septiembre al 22 de octubre ambos 

de 2020, del 23 de octubre al 22 de noviembre de 

2020, del 23 de noviembre al 22 de diciembre de 2020, 

del 23 de diciembre de 2020 al 22 de enero de 2021, 

del 23 de junio al 22 de julio de 2021 del 23 de Julio al 

22 de agosto de 2021, del 23 de agosto al 22 de 

septiembre de 2021 y del 23 de septiembre al 22 de 

octubre de 2021. 

➢ Copias del detalle de activaciones de la tarjeta de 

débito  ****************** qué se extravió el día 

06/12/2021 al igual que una tarjeta de débito 

**************** reportada como robada el día 

02/03/2022.

➢ Aunado a lo anterior, la enjuiciada exhibió el clausulado 

del contrato único digital con número de registro *****

************************, mediante ocurso de 

registro 5123 de 28 de agosto de 2025.

L
U

C
IA

 SA
L

C
ID

O
 C

U
E

V
A

S
706a6620636a6632000000000000000000005136
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 365/2025-V
Sentencia definitiva

➢ Los estados de cuenta del 23 de enero al 22 de febrero 

hasta el 23 de mayo al 22 de junio de 2021, exhibidos 

mediante escrito de registro 5125.

➢ Los estados de cuenta del 23 de diciembre de 2020 al 

22 de enero de 2021 y hasta por el periodo del 23 de 

junio al 22 de julio del año 2021, exhibidos mediante 

ocurso de registro 5310 de cinco de septiembre de 

2025.

➢ Aunado al estado de cuenta que exhibió la parte actora 

identificado en  la prueba tres del apartado 

correspondiente de su demanda que abarca el periodo 

del 23 de julio al 22 de agosto, ambos de 2021, relativo 

a la cuenta ********** 

Las anteriores documentales tienen valor probatorio 

pleno, al tratarse de documentos privados no objetados por 

las partes, en cuanto a su autenticidad, acorde con lo 

dispuesto por el artículo 1296 del Código de Comercio.

Además, respecto de los estados de cuenta, tenemos 

que contienen códigos QR y sellos digitales de la 

representación impresa de los estados de cuenta, por lo que 

gozan de un alto grado de seguridad en cuanto a su 

autenticidad; más aún, tienen cadena original del 

complemento de certificación digital del Servicio de 

Administración Tributaria y sello digital de este último, 

además de que cumplen con los requisitos aplicables del 

artículo 29-A del Código Fiscal de la Federación, pues 

contienen clave del registro federal de contribuyentes de 

quien lo expide y el régimen fiscal en que tributa; clave del 

registro federal de contribuyentes de la persona en favor de 

quien se expide; número de folio fiscal, lugar y fecha de 

expedición; clave de la unidad, clave del servicio; valor 

unitario consignado en número. 
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Apoya lo anterior, en lo conducente, la jurisprudencia 

de rubro:
“Época: Novena Época. Registro: 161081. Instancia: 
Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXXIV, Septiembre de 2011. Materia(s): Civil. Tesis: 1a./J. 
89/2011. Página: 463. 
FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS 
EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O 
SERVICIOS.”
  
Con lo que se justifica la existencia de la relación 

contractual entre el actor y la institución bancaria demandada, 

respecto de la apertura de la cuenta con depósito bancario 

número **********, así como los dos retiros de efectivo en 

ventanilla materia de la controversia consistentes en el retiro 

la cantidad de $113,000.00 (ciento trece mil pesos, 
moneda nacional) de fecha 16 de agosto de 2021, así 

como por la diversa cantidad de $160,000.00 (ciento 
sesenta mil pesos, moneda nacional), de fecha 23 de 
octubre de 2020.

En ese sentido, deben tenerse por justificados el 

primero y segundo de los elementos de la acción en 

estudio, dado que, se reitera, se trata de hechos señalados 

como no controvertidos por las partes, además de que 

encuentran respaldo probatorio con las documentales 

valoradas anteriormente. 

Ahora bien, por lo que ve al tercer elemento de la 

acción, consistente en que los retiros de efectivo en 
ventanilla no hayan sido autorizados por la persona 
cuentahabiente, a través del uso de su firma autógrafa, 

electrónica, contraseñas y claves personales o número 

confidencial de identificación personal (NIP), vigentes en el 

momento de dichas operaciones, también se satisfizo, en los 

términos que a continuación se señalan.

En un primer momento,  toda vez que la parte actora en 

L
U

C
IA

 SA
L

C
ID

O
 C

U
E

V
A

S
706a6620636a6632000000000000000000005136
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio Oral Mercantil 365/2025-V
Sentencia definitiva

términos de lo dispuesto por el artículo 1195 del Código de 

Comercio, negó lisa y llanamente haber realizado, autorizado 

o externado su voluntad con las operaciones bancarias que 

objeta.

Establecido lo anterior, a las partes les fueron 

admitidas, además de las que fueron previamente 

justipreciadas, las pruebas que se valoran enseguida.

● Confesión por interrogatorio que ofreció la parte 

demandada a cargo de la actora (prueba VI del escrito de 

contestación de demanda), la cual se desahogó al tenor de 

las preguntas que fueron formuladas por la oferente de 

manera verbal en el desahogo de la audiencia de juicio, a las 

que se remite expresamente, en obvio de repeticiones 

innecesarias.

Dicho elemento de prueba goza de pleno valor 

probatorio, tomando en consideración que fue hecha por 

persona capaz, con pleno conocimiento y sin coacción ni 

violencia, respecto de hechos propios, concernientes a la 

presente litis y conforme a las disposiciones que para este 

elemento de prueba se prevén en el capítulo relativo del 

Código de Comercio; empero, su resultado es ineficaz para 

los fines que procura la demandada.

Es así, pues de su desahogo se advierte que contestó:

➢ Que celebró contrato de productos y servicios 

múltiples con la enjuiciada.

➢ Que contaba con la credencial número 

********** expedida por el Instituto Nacional 

Electoral que venció en 2024.

➢ Que desconoce, no ha recibido y no solicitó 

ningún préstamo por parte de la demandada y 

tampoco ha dispuesto dinero del mismo. 

➢ Que nunca ha retirado cantidad alguna de dinero 

de su cuenta mediante retiros en ventanilla.
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➢ Que los pagos efectuados al préstamo no fueron 

voluntarios toda vez que se realizaban desde su 

nómina y se efectuaban automáticamente hasta 

que se percató de que tenía un adeudo que 

nunca había solicitado, motivo por el cual puso 

su demanda.

➢ Que no es verdad que se haya identificado ante 

el cajero con la credencial  ************ para 

retiro de dinero. 

➢ Que desconoce si debe algún préstamo a la 

demandada puesto que supo de este hasta que 

interpuso la demanda.

➢ Que niega realizar transferencias entre sus 

cuentas porque no sabe hacerlo.

Con lo anterior, se evidencia que el declarante no 

reconoció en forma alguna que haya autorizado los retiros 

de efectivo en ventanilla  materia de la litis, a través del uso 

de su firma autógrafa, electrónica, contraseñas y claves 

personales o número confidencial de identificación personal 

(NIP), vigentes en el momento de dichas operaciones; por 

tanto, esta probanza no le perjudica.

Lo que incluso no se aleja de lo manifestado en su 

escrito inicial de demanda, en el que reclama la nulidad de 

tales disposiciones en efectivo, realizadas respectivamente el 

16 de agosto de 2021 y el 23 de octubre de 2020, con 

cargo a su cuenta por los montos que ya han quedado 

precisados.

Apoyan lo anterior las tesis cuyos rubros son del valor 

literal siguiente:
“Época: Séptima Época. Registro: 245033. Instancia: Sala 
Auxiliar. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación. Volumen 217-228, Séptima Parte. Materia(s): 
Común. Tesis: Página: 129 

CONFESIONAL, VALOR DE LA.”
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“Época: Quinta Época. Registro: 320155. Instancia: Segunda 
Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo C. Materia(s): Común. Tesis: Página: 1463 

CONFESIÓN.”

Respecto de la prueba que la demandada ofreció como 

reconocimiento del contenido y firma que obran en el escrito 

inicial de demanda, dicha ratificación tuvo verificativo al 

momento del desahogo de la audiencia de juicio en la cual el 

actor reconoció el contenido y firma de los mismos, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 12353 del Código de 

Comercio; del desahogo de tal probanza tampoco se 

desprende reconocimiento de hechos que le perjudique 

diverso a los ya debatidos en la presente controversia.

En ese contexto, la demandada señala que al momento 

de efectuar  los retiros en ventanilla materia de la presente 

litis  la parte actora se identificó y fue identificado con la 

credencial para votar con fotografía que identifica con los 

números ********* y  ************ emitida a su favor por 

el Instituto Federal Electoral, vigente hasta el año dos mil 

veinticuatro, tal circunstancia pretende demostrarla con la 

copia de la credencial a que se refiere pero principalmente 

con las documentales previamente valoradas, consistentes 

en los comprobantes de retiros en ventanilla de fechas 23 de 

octubre de 2020 y 16 de agosto de 2021, por las cantidades 

de 160,000.00 (ciento sesenta mil pesos moneda nacional) y 

113,000.00 (ciento trece mil pesos moneda nacional),  de los 

cuales se inserta la imagen correspondiente:

3 “Artículo 1235. Cuando la confesión no se haga al absolver las posiciones, sino al 
contestar la demanda o en cualquier otro acto del juicio, no siendo en la presencia 
judicial, para que ésta quede perfeccionada, el colitigante deberá pedir la ratificación, y 
si existiere negativa injustificada para ratificar dicho escrito que contenga la confesión, 
o bien omisión de hacerlo, se acusará la correspondiente rebeldía, quedando perfecta 
la confesión.”
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De los documentos insertos se advierte que cuenta con 

la leyenda “firma electrónica” seguida de una cadena  

alfanumérica que permite establecer que contrario a lo 

aseverado por la institución financiera demandada no basta 

únicamente que se acredite que el cuentahabiente se 

identificó y fue identificado ante el cajero con la credencial 

para votar a que se refirió, si no que ese consentimiento o 

autorización fue otorgado mediante el uso de la firma 
electrónica pues así se advierte de los comprobantes de las 

operaciones materia de la controversia que fueron allegados 

por la propia enjuiciada. 

Y, en el particular caso, la institución financiera 

demandada no aportó elemento de prueba alguna que 

permita establecer con certeza que la parte actora fue quien 

utilizando su firma electrónica autorizó los movimientos 

bancarios que desconoce, pues la credencial con la que 

señala fue identificado, es insuficiente para soportar dicha 

carga probatoria ya que no se ofreció  pericial informática ni 

explicación técnica del otorgamiento del consentimiento 

mediante firma electrónica y lo más importante no se probó 
el método de vinculación inequívoca con el actor.

Además, aun cuando la institución bancaria 

demandada  hubiese expresado  que la operación reclamada 

se efectuó a través de medios electrónicos utilizando la firma 

electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo de su 

número de identificación personal (NIP), lo que 

presuntivamente acreditaría la existencia y validez de las 

transacciones; sin embargo, es ésta la que tiene la obligación 

de aportar las pruebas pertinentes con las que se demuestre 

que fue el propio usuario quien realizó tales operaciones, 

esto es, que se trató del emisor de la autorización mediante 

la firma electrónica.
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 Ello, en virtud de que las instituciones bancarias 

prestadoras del servicio son las que se encuentran en una 

posición dominante en la relación de consumo, por lo que 

están obligadas a garantizar la seguridad en todas las 

operaciones que se lleven a cabo con motivo de los 

contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las que 

cuentan con dispositivos y mecanismos que facilitan la 

aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 

implementación de las medidas de seguridad a efecto de 

poder verificar los montos de las disposiciones o los cargos y 

la efectiva utilización de los medios de autenticación personal 

de los usuarios.

Por tanto, si la institución financiera quiere gozar de la 

presunción legal de tener como emisor al que envió el 

mensaje de datos, deberá probar los procedimientos de 

identificación que fueron utilizados durante la transacción y 

que fueron acordados con el usuario, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 310 de las Disposiciones de 
carácter general aplicables a las Instituciones de Crédito; 

y que esos procedimientos cumplen con los requisitos 

previstos para la verificación de la fiabilidad de las firmas 

electrónicas, esto es, que los datos de creación del mensaje 

en el contexto en que se utilizaron, corresponden 

exclusivamente al emisor, sin que el sistema en sí mismo 

haya sido alterado por algún agente externo.  

Resulta aplicable por su relación con lo que aquí se 

expone la siguiente jurisprudencia de rubro y texto:

“Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 2019919
Instancia: Primera Sala
Décima Época
Materias(s): Civil
Tesis: 1a./J. 16/2019 (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo II, 
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página 1228
Tipo: Jurisprudencia

NULIDAD DE PAGARÉ (VOUCHER). CARGA DE 
LA PRUEBA DE LAS OPERACIONES EFECTUADAS 
MEDIANTE EL USO DE TARJETA BANCARIA 
AUTORIZADAS A TRAVÉS DE LA DIGITACIÓN DEL 
NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN PERSONAL (NIP) EN 
DISPOSITIVOS DENOMINADOS "TERMINAL PUNTO 
DE VENTA".

Cuando se demanda la nulidad de los vouchers 
emitidos con motivo del uso de una tarjeta bancaria cuya 
autenticación se originó mediante la digitación de un 
número de identificación personal, porque el usuario 
niega haberlos realizado, es la institución bancaria quien 
está obligada a ofrecer las pruebas pertinentes que 
acrediten que fue el propio usuario quien realizó dicha 
transacción. Lo anterior encuentra justificación, porque 
con independencia de que la institución bancaria 
demandada exprese que la operación reclamada se 
efectuó a través de medios electrónicos utilizando la 
firma electrónica del cuentahabiente mediante el tecleo 
de su número de identificación personal (NIP), lo que 
presuntivamente acredita la existencia y validez de las 
transacciones; sin embargo, es ésta la que tiene la 
obligación de aportar las pruebas pertinentes con las 
que se demuestre que fue el propio usuario quien realizó 
tales operaciones, esto es, que se trató del emisor de la 
autorización mediante la firma electrónica. Ello, en virtud 
de que las instituciones bancarias prestadoras del 
servicio son las que se encuentran en una posición 
dominante en la relación de consumo, por lo que están 
obligadas a garantizar la seguridad en todas las 
operaciones que se lleven a cabo con motivo de los 
contratos celebrados con sus clientes, pues son ellas las 
que cuentan con dispositivos y mecanismos que facilitan 
la aportación de pruebas, al ser las encargadas de la 
implementación de las medidas de seguridad a efecto de 
poder verificar no sólo los montos de las disposiciones o 
los cargos, sino la efectiva utilización de la tarjeta que 
cuenta con mecanismo chip y del número de 
identificación personal de los usuarios. Por tanto, si la 
institución financiera quiere gozar de la presunción legal 
de tener como emisor al que envió el mensaje de datos, 
deberá probar los procedimientos de identificación que 
fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 310 de las Disposiciones de 
carácter general aplicables a las Instituciones de 
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Crédito; y que esos procedimientos cumplen con los 
requisitos previstos para la verificación de la fiabilidad de 
las firmas electrónicas, esto es, que los datos de 
creación del mensaje en el contexto en que se utilizaron, 
corresponden exclusivamente al emisor, sin que el 
sistema en sí mismo haya sido alterado por algún 
agente externo. Sin que sea obstáculo a lo anterior, la 
regla establecida en el artículo 1196 del Código de 
Comercio de que corresponde probar al que niega, 
cuando al hacerlo desconoce la presunción legal que 
tiene a su favor el colitigante; pues si bien ello podría en 
principio trasladar la carga de la prueba al usuario, pues 
de conformidad con el artículo 90 Bis del mismo 
ordenamiento legal, la institución financiera cuenta con 
la presunción legal de tener como emisario al usuario y 
actuar en consecuencia cuando se haya aplicado el 
método de identificación acordado, como puede ser el 
uso de la tarjeta bancaria al cual se encuentra integrado 
un chip con el número de identificación asociado, que 
una vez tecleado fue verificado por la institución 
bancaria dando como resultado que en el voucher se 
insertara la leyenda: "NIP VERIFICADA o PIN 
VERIFIED"; sin embargo para que el Juez esté en 
aptitud de aplicar esa presunción se necesita la 
exhibición de mayores elementos para demostrar la 
fiabilidad del método utilizado para la generación de la 
firma. Así, una vez que la institución bancaria haya 
acreditado que no se vulneró el sistema durante la 
transacción y que tomó las medidas de seguridad 
necesarias; entonces la carga de la prueba se le 
revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo 
aportado por aquélla.

Consecuentemente, en el caso concreto no se acreditó 

que el sistema dispuesto por la demandada para 

transacciones hechas por medios electrónicos, además de 

operar bajo los protocolos establecidos en las Disposiciones 

de Carácter General Aplicables, también era fiable al 

momento en que se llevaron a cabo las operaciones 

controvertidas, esto es, que el sistema en sí mismo, no fue 

vulnerado por algún agente externo, durante esas 

transacciones.

En ese sentido, se insiste, compete a la institución 

crediticia justificar, con base en lo sostenido por la Primera 
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Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia 1a./J. 17/2021 (10a.), que los procedimientos 

de identificación que fueron utilizados durante las 

operaciones, se ajustaron a lo acordado con el usuario y a lo 

exigido por las Disposiciones de Carácter General ya 

invocadas, así como que, el procedimiento que se utilizó para 

autorizarlas, es fiable.

Y, relacionado con dichas Disposiciones de Carácter 

General, la Sala mencionada destacó que concretamente 

debe justificarse, que el mecanismo de autenticación 

utilizado correspondía al establecido para la cuantía y formato 

de cada una de las operaciones, la emisión del comprobante 

y notificación al usuario de las mismas, entre otros que se 

puedan advertir de las disposiciones antes citadas y de lo 

pactado por las partes, según corresponda al monto y canal 

por el que se lleve a cabo cada operación controvertida.

Por lo cual, las documentales referidas, de su simple 

lectura, no arrojan información concreta y asimilable que 

permita concluir, que efectivamente, se otorgó el 

consentimiento de la parte actora, así como la validez de las 

operaciones que objeta. 

Por lo cual, la prueba anterior, de su simple lectura, no 

arrojan información concreta y asimilable que permita 

concluir, que efectivamente, se otorgó el consentimiento de la 

parte actora, así como la validez de las operaciones que se 

objeta. 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis de 

rubro:
“Época: Décima Época. Registro: 2020853. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Publicación: 
viernes 18 de octubre de 2019 10:28 h. Materia(s): (Civil). 
Tesis: I.3o.C.364 C (10a.). 
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LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL 
DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN MATERIA DE 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN, INFLUYA EN EL 
ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA DÁRSELE EL VALOR 
PRETENDIDO POR SU OFERENTE, ES NECESARIO 
QUE SE ACOMPAÑE LA INTERPRETACIÓN DE UN 
PERITO EN MATERIA DE INFORMÁTICA.”

Así como la jurisprudencia, que resulta aplicable por 

analogía, de rubro: 
“Registro digital: 2025812. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Undécima Época. Materias(s): Civil. Tesis: 
I.3o.C. J/3 C (11a.). Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Tipo: Jurisprudencia.

LOG DE TRANSACCIONES. PARA QUE EL 
DOCUMENTO CON TECNICISMOS EN MATERIA DE 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN INFLUYA EN EL 
ÁNIMO DEL JUZGADOR Y PUEDA DÁRSELE EL VALOR 
PRETENDIDO POR SU OFERENTE, ES NECESARIO 
QUE SE ACOMPAÑE DE LA INTERPRETACIÓN DE UN 
PERITO EN MATERIA DE INFORMÁTICA.”

En otro orden, la queja presentada contra la institución 

financiera demandada por parte del actor ante la Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros, identificada como prueba dos en su 

escrito de demanda, únicamente demuestran precisamente 

la tramitación de dicha queja ante esa institución, lo cual no 

amerita especial impacto en el sentido del fallo.  

El testimonio de la escritura pública *******
4
 prueba 

IV de la demandada, tiene valor probatorio pleno, al tratarse 

de un documento público, acorde con lo dispuesto por el 

artículo 1292 del Código de Comercio.

Sin embargo, únicamente justifica las facultades de la 

persona apoderada que compareció al juicio en 

representación de la enjuiciada, por lo que no impacta en la 

carga probatoria establecida.

La diversa escritura pública ******** que la demandada 

4 Número de escritura.
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exhibió a efecto de demostrar el poder conferido a la persona 

que indica para que pueda expedir certificaciones en términos 

del artículo 100 y demás relativos y aplicables de la Ley de 

Instituciones de Crédito, no  es relevante en esta resolución 

en virtud de que no se abordó el análisis de las certificaciones 

de los documentos que las contenían al haberse otorgado a 

las documentales exhibidas valor probatorio pleno no por las 

certificación que contienen si no porque fueron documentos 

privados aportados al juicio que no fueron objetados por las 

partes en cuando a su autenticación o contenido.

Respecto de la instrumental de actuaciones y 

presuncionales (pruebas  7 y 8 del actor, así como VII de la 

demandada) no se precisaron los hechos probados en autos 

y los desconocidos que resultan de ellos, así como las 

razones de enlace, ni se advierte alguno que le beneficie.

Sirve de apoyo en lo conducente, la tesis de rubro:
“Octava Época. Registro: 227948. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo III, Segunda 
Parte-1, Enero-Junio de 1989. Materia(s): Civil. Tesis:. 
Página: 86. 
AGRAVIOS. SU CONTENIDO SI SE ALEGA LA FALTA 
DE VALORACION DE PRESUNCIONES O DE LA 
INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.”

OBJECIÓN.
Ahora bien, las partes objetaron, en cuanto a su 

alcance y valor probatorio, diversas pruebas anunciadas por 

su respectiva contraria; pero es de señalarse que la eficacia 

probatoria corresponde determinarla a esta persona 

juzgadora, sin que sean las partes las que, acorde con sus 

manifestaciones, determinen la eficacia probatoria de los 

documentos aportados. 

Por ende, debe estarse al valor y eficacia 

demostrativos sustentados anteriormente por los motivos y 

fundamentos ahí precisados.

Es aplicable al particular la jurisprudencia, de rubro: 
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“Novena Época. Registro: 184145. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XVII, Junio de 2003. Materia(s): Común. Tesis: 
I.3o.C. J/30. Página: 802. 
DOCUMENTOS. SU OBJECIÓN NO BASTA PARA 
RESTARLES EFICACIA PROBATORIA PORQUE 
CORRESPONDE AL JUZGADOR DETERMINAR SU 
IDONEIDAD.”

Máxime que, no se aportaron argumentos concretos 

que den pauta para ampliar el análisis correspondiente en 

función a la regla de exhaustividad.

En consecuencia, como se adelantó se estima colmado 

el tercer elemento de la acción. 

Lo que es así toda vez que, se insiste, al efecto 

resultaba necesario que el banco aportara diversas 

probanzas para demostrar, fehacientemente, el 

consentimiento de la parte actora respecto de los retiros en 

efectivo en ventanilla y no solo afirmar que se identificó y fue 

identificado con una credencial de elector, máxime que en 

los comprobantes de tales operaciones aparece la leyenda 

firma electrónica sin que lograra demostrar la voluntad del 

cuentahabiente para su autorización por lo ya expuesto. 

Máxime que, se reitera, es la institución bancaria quien 

cuenta con los elementos para demostrar que en las 

operaciones de que se trata, se utilizaron los medios de 

identificación correspondientes, tales como claves o 

contraseñas y que se aplicaron en forma adecuada los 

mecanismos de seguridad acordados previamente con la 

cuentahabiente, pues la realización de los cargos se 

encuentra condicionada al cumplimiento de dichas 

formalidades.

Apoya lo anterior, en lo conducente, la jurisprudencia 

de rubro: 
“Época: Décima Época. Registro: 160341. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: 
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Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Tomo 5
Materia(s): Civil. Tesis: I.11o.C. J/21 (9a.). Página: 4252.
TARJETAS DE CRÉDITO. LAS INSTITUCIONES 
BANCARIAS EMISORAS DE LAS MISMAS, TIENEN LA 
OBLIGACIÓN LEGAL DE RESGUARDAR EN SUS 
ARCHIVOS, LOS VOUCHERS O PAGARÉS QUE FIRMA 
EL TARJETAHABIENTE EN EL MOMENTO DE LAS 
OPERACIONES DE COMPRA DE BIENES O 
SERVICIOS.”

En ese sentido, se afirma que es la demandada quien 

cuenta con esos elementos demostrativos, pues la 

principal función de las instituciones bancarias, es la 

captación de recursos del público en el mercado nacional e 

internacional, para su colocación, a través de la realización 

de operaciones activas, pasivas y de prestación de servicios, 

con propósitos especulativos de obtener un beneficio de 

carácter económico por su intervención, acorde con lo 

dispuesto por el artículo 46 de la Ley de Instituciones de 

Crédito, para cuya operación e infraestructura deben cumplir 

con la normatividad que establezca la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de 

Valores así como el Banco de México.

Por ello, resulta inconcuso que en el supuesto de que 

sus operaciones cotidianas se cuestionen o se pongan en 

duda, es en la institución bancaria en quien recae la carga de 

probar que sí recibió la autorización para llevarlas a cabo, 

por cualquiera de las formas previamente pactadas, pues las 

operaciones que realiza no son simples actos de empresas 

particulares, sino de una actividad de orden público que debe 

realizarse protegiendo los intereses de los usuarios. 

Además, como intermediarias en el flujo de capitales 

que no le son propios, las instituciones bancarias deben 

cumplir con un gran cúmulo de requerimientos o medidas de 

seguridad, transparencia y eficiencia, como parte de las 

prestaciones que les deben a sus clientes, por lo que sus 
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sistemas deben garantizar la mayor fiabilidad en su 

operación.

Por tanto, es inconcuso que la parte demandada no 
aportó elemento de prueba suficiente que sustentara la 

existencia del consentimiento de la parte actora respecto de 

las operaciones bancarias controvertidas. 

En ese contexto, se tienen por justificados la totalidad 

de los elementos de la acción en estudio.

EXCEPCIONES
Establecido lo anterior, enseguida se analizarán las 

excepciones opuestas por la parte demandada.
Con relación a las que denominó “1.- Improcedencia 

de la demanda”, que hace consistir en que la demanda de 

nulidad es improcedente en ventanilla en la cantidad de 

$160,000.00 (ciento sesenta mil pesos, moneda nacional),  y 

$113,000.00, (ciento trece mil pesos, moneda nacional), 

cantidad que es propia de banco  **** ****** ** * .,  

porque la misma deriva del abono del crédito por la cantidad 

de $356,000.00 (trescientos cincuenta y seis mil  pesos, 

moneda nacional),  a la cuenta del actor y porque en esas 

operaciones el actor se identificó y fue identificado con la 

credencial para votar con fotografía expedida por un instituto 

federal electoral.

4, 5 y 7  todas denominadas “Falta de acción y 
derecho” que hace consistir esencialmente en que la actora 

carece de acción y derecho para demandar a la enjuiciada 

por la nulidad de los retiros en ventanilla ya descritos al haber 

sido identificado con credencial de elector sin que pueda 

alegar nulidad de sus propios actos, que el dinero retirado en 

la ventanilla es parte del crédito que la enjuiciada le abono al 

actor a su cuenta y que esté realizó pagos parciales y 

unilaterales así como que transfirió entre sus cuentas 

$26,649.98 (veintiséis mil seiscientos cuarenta y nueve pesos 
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noventa y ocho centavos), lo cual según señala constituye un 

acto consentido, aunado a que también pago la cantidad de 

$8,458.56 (ocho mil cuatrocientos cincuenta y ocho pesos, 

cincuenta y seis centavos moneda nacional), de seguro del 

crédito que se le otorgó, que además dispuso un total de 

$148,107.68 (ciento cuarenta y ocho mil ciento siete pesos 

sesenta y ocho centavos), 

 Dichas excepciones resultan  infundadas, en primer 

término, porque el objeto de la presente controversia se 
circunscribe exclusivamente a determinar si los retiros 
en ventanilla fueron autorizados por el actor, mas no a 

dilucidar la validez, existencia o saldo del contrato de crédito 

al que alude la demandada, el cual no fue impugnado en este 

juicio ni constituye materia de la litis.

Además, debe decirse que aun en el supuesto de que 

los recursos provinieran de una línea de crédito, ello no exime 

a la institución financiera de acreditar que la disposición fue 

válidamente autorizada, lo cual no ocurrió en el caso, 

conforme quedó analizado.

Por otra parte, si bien la demandada afirma que el actor 

realizó pagos derivados de dicho crédito y que en su caso  

existe saldo pendiente, no aportó liquidación detallada, tabla 

de amortización ni determinación precisa del capital insoluto 

que permitiera efectuar compensación alguna, ni dicha 

cuestión fue planteada como acción reconvencional o 

excepción líquida y exigible.

En consecuencia, este órgano jurisdiccional carece de 

elementos y de competencia material dentro de la litis 

planteada para realizar depuración contable o determinación 

de saldo respecto del referido crédito.

Máxime que la institución de crédito parte de una 

premisa errónea, al afirmar que la suma que el acto reclama 

es dinero propio de dicha institución; toda vez que el propio 
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estado de cuenta certificado en términos del artículo 100 de 

la Ley de Instituciones de Crédito, del periodo del 23 de julio 

al 22 de agosto, ambos de 2021, prueba plenamente en 

contra del oferente en términos de lo dispuesto por el artículo 

1298 del Código de Comercio.

Se afirma lo anterior dado que, en efecto, de dicho 

estado de cuenta se advierte que el actor recibió un depósito 

por concepto de “depósito de préstamo” por la cantidad de 

$356,000.00 (trescientos cincuenta y seis mil pesos, moneda 

nacional), el dieciséis de agosto de dos mil veintiuno.

Sobre el particular, no debe perderse de vista que 

acorde a lo dispuesto por el artículo 359 del Código de 

Comercio a virtud de un préstamo mercantil –en dinero-  el 

deudor asume la obligación de devolver una cantidad igual a 

la recibida conforme a la ley monetaria vigente en la 

República al tiempo de hacerse el pago.

Entonces si la propia institución de crédito reconoció 

haber puesto a disposición del actor una suma de dinero en 

calidad de préstamo, es claro que dicho numerario dejo de 

ser propiedad del banco y, por el contrario derivado de dicho 

acto jurídico el accionante asumió la obligación de devolver 

una suma de dinero igual a la prestada, sin que en la 

presente sentencia pueda ocuparse de cuestiones ajenas a 

las que fijaron la litis, como lo sería el cumplimiento, pago o 

nulidad del contrato de préstamo que es un acto jurídico 

distinto e independiente de los que aquí fueron tildados de 

nulos.  

En tal virtud, procede declarar la nulidad de los retiros 

en ventanilla cuya autorización no fue acreditada, 

condenando a la demandada a restituir al actor las 

cantidades correspondientes.

Lo anterior se determina sin emitir pronunciamiento 

alguno respecto del contrato de crédito referido por la 
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institución financiera, quedando a salvo sus derechos para 

ejercer, en la vía y forma que estime procedente, las acciones 

derivadas de dicha relación contractual.

Es infundada también la excepción 2.- Improcedencia 
de la demanda, al aseverar que la actora funda su acción  en 

copias ineficaces ya que la enjuiciada señala que solo exhibió 

copias simples; sin embargo del análisis y pruebas valoradas 

en esta resolución, se advierte que la acción intentada fue 

procedente ante la valoración del cúmulo de pruebas 

aportadas por las partes y que no influyó en el sentido de 

esta determinación las documentales aportadas en copias 

simples pues su valoración fue acorde a lo dispuesto por el 

artículo 1296 del Código de Comercio, conforme a los 

razonamientos efectuados; y,  respecto del procedimiento 

ante CONDUSEF se determinó que la documental aportada    

únicamente demuestra precisamente la tramitación de dicha 

queja ante esa institución, lo cual no ameritó especial impacto 

en el sentido del fallo.  

 Respecto de la excepción 3.- Improcedencia de la 
demanda que hace consistir en que la demanda es 

improcedente porque el actor consintió las operaciones que 

ahora pretende alegar como nulas pues esta se efectuaron 

en octubre de 2020 y agosto de 2021, y que  durante todo 

ese tiempo la parte actora no se inconformó con las mismas, 

debe decirse que de la misma forma resulta infundada, pues  

tal argumento no configura causal de improcedencia 

procesal, sino una defensa de fondo relativa al supuesto 

consentimiento tácito del actor, la cual debe analizarse a la 

luz de las pruebas aportadas.

En segundo término, el simple transcurso del tiempo sin 

objeción formal no constituye, por sí mismo, manifestación 

inequívoca de voluntad que implique aceptación de 

operaciones cuya autorización ha sido categóricamente 
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negada, para que opere el consentimiento tácito se requieren 

actos concluyentes que revelen de manera indubitable la 

voluntad de aceptar el acto jurídico, lo cual no se acreditó en 

el presente  caso. 

Máxime que el actor en su capítulo de hechos  

manifestó tener escaso conocimiento en el manejo de banca 

electrónica y lectura de estados de cuenta, circunstancia que, 

aun sin eximirlo de responsabilidad, impide otorgar al silencio 

el alcance jurídico pretendido por la demandada; 

consecuentemente, la falta de reclamación inmediata no 

desvirtúa la negativa expresa del actor ni releva a la 

institución bancaria de su carga probatoria respecto a la 

autenticidad y autorización de las operaciones impugnadas.

En consecuencia, el consentimiento no se presume 

frente a la impugnación expresa del acto, ni puede derivarse 

exclusivamente de la inactividad del titular cuando la 

institución financiera no acreditó los mecanismos de 

autenticación utilizados.

En relación a la excepción 6.- Falta de acción y de 
derecho, que hace consistir en que la actora carece de 

acción y de derecho para demandar a **** ****** ** * .,  

por la nulidad de vouchers y pagarés suscritos por el actor, 

pues refiere que no se está ante tales supuestos ya que no 

se trata de operaciones de crédito sino que se trata de retiros 

en ventanilla presenciales, debe decirse que la excepción es 

infundada, ello en virtud de que el actor compareció en su 

carácter de titular de la cuenta bancaria afectada por los 

cargos impugnados, los cuales impactaron directamente su 

patrimonio, por lo que cuenta con interés jurídico y 

legitimación activa para solicitar la declaración de nulidad de 

dichas operaciones.

Asimismo, al haberse determinado que la demandada 

no acreditó la existencia de consentimiento válido por parte 
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del actor para la realización de los retiros en ventanilla, se 

actualiza la falta de un elemento esencial del acto jurídico, lo 

que genera su nulidad absoluta y esta puede ser invocada 

por quien resienta los efectos del acto y no requiere acción 

diversa respecto de los documentos instrumentales que 

pretendan respaldarlo, pues éstos siguen la suerte jurídica 

del acto principal.

En consecuencia, no existe falta de acción ni de 

derecho, sino, por el contrario, un derecho plenamente 

ejercitable tendente a restituir la esfera patrimonial del actor.

Respecto de las excepciones 7 y 8 atenientes a la falta 
de acción y derecho de la actora para demandar intereses 

moratorios, así como el pago de gastos y costas, las mismas 

serán abordadas en los apartados correspondientes.

En cuanto a la excepción 10.- Obscuridad de la 
demanda, a través de la cual manifiesta que la demanda es 

obscura y deja en estado de indefensión a la enjuiciada al 

omitir circunstancias de modo tiempo y lugar en la que 

ocurrieron los hechos que relata es infundada, en razón de 

que para que proceda una excepción de oscuridad y defecto 

en la forma de plantear la demanda, se hace necesario que 

ese escrito se redacte de tal forma que los términos en que 

se hace, imposibilite entender qué es lo que demanda, por 

qué se demanda y los fundamentos legales de esto.

Luego, si del material probatorio ofrecido y, en 

especial, del escrito inicial de demanda presentado por la 

parte actora, se advierte que se precisa su nombre, que 

comparece por derecho propio, la identificación de la 

demandada, su denominación, los conceptos que reclama, la 

clase de acción que se promueve e, incluso, los fundamentos 

de ello.
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Aunado a lo anterior, se precisaron por la parte actora 

los hechos que dieron origen a la demanda, en los que 

además destacó lo relativo a que es cuentahabiente dela 

enjuiciada, el número de cuenta que le fue otorgado, cuáles 

son los cargos que no reconoce, la fecha y monto de los 

mismos y los motivos en que sustenta la nulidad que 

promueve, además de lo establecido en la fundamentación 

legal que invoca.

Contexto en el cual, el ocurso inicial no es obscuro, 

pues permite a la enjuiciada conocer todos los datos 

necesarios, para realizar una defensa adecuada; tan es así, 

que compareció a dar contestación a la demanda, conoció los 

hechos relevantes que dieron motivo al juicio y controvirtió los 

mismos, así como las prestaciones reclamadas.

Al respecto son aplicables, las tesis que establecen:

“Época: Quinta Época 
Registro: 816528 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Informes 
Informe 1934 
Materia(s): Civil 
Tesis: 
Página: 113 

EXCEPCION DE OSCURIDAD DE LA DEMANDA. Es 
infundada cuando la demanda claramente expresa el objeto que 
persigue la acción que deduce y cita con precisión las 
disposiciones legales que la fundan. Aunque la parte que opuso 
la excepción estima que es oscura la demanda en vista de la 
confusión que resulta al comparar los sistemas adoptados por 
el Código Civil de 1884 y por el Código Civil vigente, es 
evidente que tal oscuridad no es imputable a la demanda y 
entraña una cuestión ajena a la resolución que define la 
procedencia o improcedencia de la excepción dilatoria de la 
cual se trata.”

“Época: Séptima Época 
Registro: 244609 
Instancia: Cuarta Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Volumen 33, Quinta Parte 
Materia(s): Laboral, Común 
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Tesis: 
Página: 27 

OSCURIDAD EN LA DEMANDA. Si el actor da en su demanda 
datos que permitan la defensa de su contrario, no existe 
oscuridad en la demanda, por lo que la estimación en contrario 
de la Junta, es violatoria de garantías.”

Referente a la excepción 11.- Inmodificabilidad de la 
demanda, que en esencia hace consistir en que no se debe 

dar oportunidad al actor para corregir su demanda y que las 

pruebas que se desahoguen en este juicio tampoco deben 

subsanar sus deficiencias, resulta infundada; lo anterior, en 

virtud de que de las constancias de autos se inadvierte que la 

parte actora haya intentado cambiar o modificar el 

planteamiento de la litis que realizó respecto de la misma en 

su escrito inicial de demanda o acompañar documento alguno 

diverso a los exhibidos o requeridos originalmente.

En efecto, como podrá advertirse del contenido de los 

autos se inadvierte que, respecto de lo reclamado con base 

en los hechos relativos, la demandante no amplió lo 

demandado o modificó la litis relativa a lo exigido de forma 

particularizada.

Aunado a lo anterior, no manifiesta en qué consisten 

las omisiones imprecisiones errores o defectos que hacen 

improcedente la demanda, a fin de perfeccionar su escrito 

inicial, ni si éstos modifican sus hechos o su reclamo, de ahí 

que sea infundada.

Por último, la excepción 12.- Sine actione agis, que 

hace consistir en que arroja a la actora la carga de la prueba 

de las acciones y de los hechos contenidos en su demanda, 

es infundada, toda vez que tiene como efecto que se 

examine, por parte de este juzgador federal, todos los 

elementos de la acción y pruebas aportadas, ello ya ocurrió 

en párrafos precedentes, en donde se llevó a cabo el estudio 
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y valoración de cada uno de los elementos de prueba y, con 

base en los mismos, se declaró la procedencia de la acción 

emprendida.

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis siguiente: 

“Época: Sexta Época 
Registro: 271231 
Instancia: Tercera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Volumen XLI, Cuarta Parte 
Materia(s): Civil 
Tesis: 
Página: 138 

SINE ACTIONE AGIS. No constituye propiamente hablando 
una excepción, pues la excepción es una defensa que hace 
valer el demandado para retardar el curso de la acción o para 
destruirla, y la alegación de que el actor carece de acción no 
entra dentro de esa división. Sine actione agis no es otra cosa 
que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto 
jurídico en juicio solamente puede consistir en lo que 
generalmente produce la negación de la demanda, o sea arrojar 
la carga de la prueba al actor y obligar al Juez a examinar todos 
los elementos constitutivos de la acción.”

• CONCLUSIÓN.
En las condiciones relatadas, debe acogerse la 

acción en ejercicio y, de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 2226 del Código Civil Federal, supletorio del Código 

de Comercio, declararse la nulidad de los retiros en 

ventanilla de fechas 23 de octubre de 2020 y 16 de agosto de 

2021, por las cantidades de 160,000.00 (ciento sesenta mil 

pesos moneda nacional) y 113,000.00 (ciento trece mil pesos 

moneda nacional), respectivamente, relativos a la cuenta 

***********  ante la falta de consentimiento, de la parte 

actora. 

Consecuentemente, se condena a la parte 

demandada, a reembolsar a la parte actora la cantidad de 

$273,000.00 (doscientos setenta y tres mil pesos, moneda 
nacional), por corresponder a recursos que fueron sustraídos 

a causa de las operaciones declaradas nulas.
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Decisión que se asume incluso luego de examinar el 

cúmulo de tesis invocadas por la demandada, en su 

contestación, de cuyo contenido no deriva causa autónoma 

de pedir que amerite pronunciamientos adicionales a lo 

anteriormente sustentado, de ahí que, al haberse invocado a 

manera de robustecer los correlativos pronunciamientos 

principales inmersos en la contestación de demanda, por 

ende, siguen la suerte de la principal acorde con lo ya 

fundado y motivado en este fallo.

QUINTO. Intereses. El accionante reclama, además, el 

pago de los intereses legales, por consiguiente, si bien el 

artículo 362 del Código de Comercio establece que en el 

supuesto de que los deudores demoren en el pago de sus 

deudas deben satisfacer, desde el día siguiente al del 

vencimiento, el interés moratorio pactado o, en su defecto, el 

seis por ciento anual, es indudable que si los dos retiros de  

objetadas se efectuaron directamente del patrimonio del 

cuentahabiente las cuales suman la cantidad de $273,000.00 
(doscientos setenta y tres mil pesos, moneda nacional),  
numerario que estaba depositado en su cuenta bancaria, al 

haberse declarado la nulidad de dichas operaciones, la 

institución bancaria demandada está obligada a pagar 

intereses a partir de que se efectuaron los cargos 
indebidos, porque en ella recae la responsabilidad de 

resguardar los fondos que se pusieron bajo su cuidado. 

En razón de lo anterior, se condena a la parte 

demandada al pago de intereses legales a favor de la parte 

actora, a partir del día en que fueron hechos cada uno de los 

retiros de efectivo en ventanilla 23 de octubre de 2020 y 16 

de agosto de 2021, respectivamente y hasta el momento en 

que sea pagada la suerte principal, lo que por su naturaleza 

serán cuantificados en ejecución de sentencia. 

Apoya lo anterior, por identidad jurídica, la 
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jurisprudencia siguiente:
“Registro: 2022554. Instancia: Primera Sala. Décima Época. 
Materias(s): Civil. Tesis: 1a./J. 61/2020 (10a.). Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 81, 
Diciembre 2020, Tomo I, página 298. Jurisprudencia.

CARGOS NO RECONOCIDOS A TARJETA DE DÉBITO. 
PROCEDE EL PAGO DE INTERESES MORATORIOS 
POR LA FALTA O RETRASO EN LA RETRIBUCIÓN DE 
LAS CANTIDADES SUSTRAÍDAS, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Hechos: 
Dos Tribunales Colegiados de la misma especialidad, pero 
de distinto circuito, llegaron a conclusiones distintas sobre la 
procedencia del pago de intereses moratorios, en términos 
del artículo 362 del Código de Comercio, a cargo de la 
institución bancaria, cuando se han hecho cargos no 
reconocidos por el titular de la cuenta de depósito a que se 
vincula la tarjeta de débito y aquélla no retribuye de 
inmediato las cantidades sustraídas en perjuicio del 
cuentahabiente.

Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que cuando el 
titular de una cuenta de depósito de dinero denuncie retiros 
no autorizados mediante el uso de tarjeta de débito, la 
institución bancaria debe retribuir las cantidades retiradas y, 
en caso de no hacerlo, pagar intereses ordinarios y 
moratorios por el retraso en que incurra a razón del 6%; 
pues en el contrato de depósito de dinero el depositario 
tiene un deber de cuidado sobre el dinero que le entrega el 
depositante.

Justificación: Del análisis sistemático a los artículos 267, 
271, 272 y 273 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito; 332, 333, 334, 335 y 338 del Código de 
Comercio, 46, 48, fracción I, y 48 Bis 2 de la Ley de 
Instituciones de Crédito y demás aplicables en materia 
bancaria, tratándose de cargos no reconocidos efectuados 
con tarjeta de débito, la institución financiera depositaria 
tiene obligación de conservación y restitución del dinero 
cuya propiedad le transfirió el cuentahabiente y, por ende, 
cuando ocurre esta situación, tendrá el deber de responder 
por los montos sustraídos. En este sentido, del Código de 
Comercio se desprende lo siguiente: 1. El reembolso de 
cargos no reconocidos por el titular de una tarjeta de débito, 
vinculada a una cuenta de depósito de dinero abierta en una 
institución bancaria sí constituye una obligación a cargo de 
ésta como depositaria; pues aunque detenta la propiedad 
del dinero incurre en negligencia en la conservación de los 
fondos entregados para ser retirados a la vista por el 
depositante, y; 2. La obligación de reembolso en el caso de 
cargos no reconocidos se contrae cuando el titular de la 
tarjeta de débito denuncia el hecho a la institución y solicita 
su restitución. Conforme a estas premisas, el depositario 
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tiene el deber de conservación del patrimonio y de 
restitución cuando, entre otros supuestos, el depositante 
pretenda retirarlo a la vista a través de los medios que 
autorizan las normas relativas (tarjeta de débito); por lo que 
si alguien distinto al titular de la cuenta realiza un cargo que 
éste no reconoce y genera un menoscabo en su patrimonio, 
es posible presumir un descuido de la cosa depositada y, 
por ende, la obligación del depositario de responder al 
depositante, lo que lo coloca en una posición de deudor 
frente al cuentahabiente-tarjetahabiente acreedor. Luego, si 
la institución bancaria depositaria del dinero no restituye el 
monto del cargo no reconocido al titular de la tarjeta de 
débito vinculada a la cuenta de depósito que contrató, 
deberá pagar, además de los intereses ordinarios que se 
hubieren pactado en el contrato de adhesión o cualquier 
otro instrumento convencional en la proporción que 
corresponda a la cantidad indebidamente sustraída, los 
intereses moratorios en razón del 6% anual, en términos del 
artículo 362 del Código de Comercio, no obstante la 
ubicación de este precepto en el Libro Segundo, Título 
Quinto, Capítulo Primero, del Código de Comercio que se 
ocupa del préstamo mercantil, porque debe reputarse su 
aplicación general y, por ende, aplicable a todos los 
contratos de carácter comercial en los que el deudor deba 
pagar un interés moratorio.”

Con lo anterior, se da contestación de manera integral 

a la excepción 8 de falta de acción y derecho para 

demandar a la enjuiciada el pago de intereses moratorios en 

razón de que lo determinado por este Juzgador en el 

presente considerando.

SEXTO. Alegatos. Respecto de los alegatos 

formulados por las partes, indíqueseles que, de su análisis, 

no se advierte la existencia de alguna incidencia o cambio 

de criterio a partir del estudio de dichos argumentos, por lo 

que resulta innecesario explicitar contestación adicional a lo 

anteriormente sustentado.

Apoya lo anterior la jurisprudencia de rubro:

Suprema Corte de Justicia de la Nación
Registro digital: 2031678
Instancia: Plenos Regionales
Duodécima Época
Materias(s): Civil
Tesis: PR.A.C.CS. J/1 C (12a.)
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tipo: Jurisprudencia
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Juicio Oral Mercantil 365/2025-V
Sentencia definitiva

ALEGATOS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. LA 
PERSONA JUZGADORA NO ESTÁ OBLIGADA A 
TOMARLOS EN CONSIDERACIÓN AL DICTAR 
SENTENCIA.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes sustentaron criterios contradictorios al 
analizar si en atención al principio de oralidad, al dictar 
sentencia en un juicio oral mercantil deben 
considerarse los alegatos formulados por las partes. 
Mientras que uno consideró que la falta de su estudio 
no resulta lesivo a la esfera jurídica de quien los 
formuló, ya que no forman parte de la litis; el otro 
sostuvo que no deben soslayarse en la sentencia, en 
atención a las características del proceso oral.

Criterio jurídico: En el juicio oral mercantil la persona 
juzgadora, al dictar sentencia, no está obligada a 
tomar en consideración los alegatos formulados por 
las partes.

Justificación: Si bien los alegatos constituyen una 
formalidad esencial del procedimiento oral mercantil, 
también lo es que se trata de la exposición verbal que 
realizan las partes sobre la litis planteada en el juicio 
en la etapa escrita postulatoria, adminiculándola con 
las pruebas ofrecidas, admitidas y desahogadas 
oportunamente en el periodo probatorio, con el objeto 
de obtener sentencia favorable a través de 
argumentos con los que intentan convencer a la 
persona juzgadora, entre otras cosas, sobre el alcance 
que consideran que debe darse a sus pretensiones en 
relación con las pruebas desahogadas en el juicio. Sin 
embargo, de acuerdo con el artículo 1390 Bis 38 del 
Código de Comercio, una vez desahogadas las 
pruebas durante la audiencia de juicio, el Juez 
concederá a las partes el uso de la palabra para 
formular alegatos, hecho lo cual declarará visto el 
asunto y dictará de inmediato la resolución 
correspondiente.
Así, el hecho de que esa clase de procesos se rijan 
preponderantemente por el principio de oralidad no 
implica que al dictar sentencia la persona juzgadora 
deba pronunciarse de manera expresa respecto de los 
alegatos formulados por las partes ni a basar en ellos 
su determinación como parte integrante de la litis, 
pues además de que la ley no lo prevé así, máxime si 
se adicionan cuestiones relativas a la fijación de la litis, 
a lo que verdaderamente está obligado el órgano 
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jurisdiccional es a formar sus propias conclusiones con 
la fundamentación y motivación debida, al tenor del 
litigio planteado por las partes y de conformidad con 
las pruebas válidamente admitidas y desahogadas en 
las etapas legalmente establecidas para tales actos”.

SÉPTIMO. Gastos y costas. Los artículos 1082 y 1084 

del Código de Comercio, disponen que la condenación en 

costas se hará cuando así lo prevenga la ley y establece 

como casos de condenación forzosa a quien ninguna prueba 

rinda para justificar su acción o su excepción, si se funda en 

hechos disputados; al que presentase instrumentos o 

documentos falsos, o testigos falsos o sobornados; al que 

fuese condenado en juicio ejecutivo mercantil y al que lo 

intente, si no obtiene sentencia favorable; al que fuere 

condenado por dos sentencias conformes de toda 

conformidad en su parte resolutiva; y, al que intente acciones 

o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones 

improcedentes o interponga recursos o incidentes de este 

tipo, con el propósito de retardar el procedimiento, de igual 

manera, se hará la condenación en costas cuando a juicio 

del juez se haya procedido con temeridad o mala fe. 

En el caso concreto, no se considera que se actualice 

alguna de las hipótesis previstas en las fracciones I a V, del 

artículo 1084 del Código de Comercio, desde la dimensión 

objetiva, para condenar en costas.

Por otra parte, en relación al aspecto subjetivo, 

detonador de la condena en costas –temeridad o mala fe–, 

se destaca que, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 

292/2012, en la ejecutoria relativa determinó:
“En ese orden de ideas, la temeridad, en términos 
procesales, consiste en promover un juicio u oponer 
excepciones o defensas, incidentes o recursos, a sabiendas 
de la falta de razón para tal efecto. Es precisamente, el 
conocimiento de que lo que se promueve es desacertado, 
lo que da lugar a dicho elemento subjetivo.
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Por lo que hace a la mala fe, se puede definir como el acto 
procesal consistente en utilizar la acción, excepciones o 
defensas, incidentes o recursos, para causar un perjuicio a 
un tercero.”

Por su parte, la otrora Sala Auxiliar, del Máximo 

Tribunal de Justicia del País, al interpretar el Código de 

Comercio, en lo relativo a la mala fe y temeridad, estableció 

que la temeridad no sólo consiste en la falta de prueba de los 

hechos en que se funda la demanda o la defensa, o bien en 

la oposición sin justa causa a la acción que se intenta, o en 

el sólo prurito de hacer valer una pretensión aun cuando ésta 

no resulte contraria a derecho o se carezca de pruebas para 

fundarla, pues lo que caracteriza la temeridad o mala fe es el 

elemento subjetivo que lleva al litigante a sostener su 

pretensión con pleno conocimiento de que la razón no le 

asiste, lo cual tiene su fundamento en la tesis con datos de 

localización y rubro: 
“Séptima Época. Registro: 245767. Instancia: Sala Auxiliar  
Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación. Volumen 97-102, Séptima Parte. Materia(s): 
Civil  Tesis: Página: 34. 
COSTAS, TEMERIDAD Y MALA FE PARA LA 
CONDENACION EN. CONCEPTO.”
 
Por lo que al realizar una aplicación, a contrario sensu, 

de las normas indicadas del Código de Comercio, se puede 

concluir, a este respecto, que no se hará condenación en 

costas cuando no se esté en alguno de los supuestos 

señalados.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis con datos de 

localización y rubro:
“Novena Época. Registro: 175910. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXIII, Febrero de 2006. Materia(s): Común  Tesis: 
III.2o.C.18 K  Página: 1827. 
JUEZ DE DISTRITO. PUEDE INVOCAR PRECEPTOS 
LEGALES A CONTRARIO SENSU, PARA APOYAR SUS 
RESOLUCIONES.”
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En la especie, no se está en presencia de algún 

supuesto de condenación en costas forzoso, ni existe 

evidencia subjetiva de que, alguna de las partes se haya 

conducido con temeridad o mala fe; se afirma lo anterior, ya 

que, por lo que hace a la parte actora, no se advierte que 

para sostener su pretensión, haya propuesto su demanda no 

obstante de tener pleno conocimiento de que la razón no le 

asiste, o que incluso se haya actuado con la intención de 

causar un perjuicio a otro, ya que incluso, se aportaron las 

pruebas que estimó necesarias para sus pretensiones en el 

juicio; y en lo que atañe a la parte demandada, ofreció 

pruebas de su parte y opuso las excepciones que consideró 

pertinentes; por tanto, no deberá hacerse condenación al 

pago de costas, por lo que corresponde a esta instancia.

En el caso concreto, tampoco se considera que se 

actualice la hipótesis prevista en la fracción V, del artículo 

1084 del Código de Comercio, porque las excepciones de la 

parte demandada, resultaron desestimadas a raíz de un 

análisis de fondo, no así en virtud de su improcedencia o 

inoperancia, tal como lo precisó la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia, 

cuyo rubro establece:
“Registro: 2003007. Instancia: Primera Sala. Décima Época  
Materias(s): Civil. Tesis: 1a./J. 9/2013 (10a.). Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XVIII, Marzo de 2013, Tomo 1, página 574. Jurisprudencia.
COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL 
TÉRMINO "IMPROCEDENTES" A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO.”

También apoya lo anterior, la jurisprudencia de rubro:
“Novena Época. Registro: 177044. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XXII, Octubre de 2005. Materia(s): Civil Tesis: 
I.11o.C. J/4  Página: 2130.
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COSTAS. CONCEPTO DE TEMERIDAD O MALA FE 
PARA DECRETAR SU CONDENA.”

Igualmente, apoya a lo anterior, en lo conducente, la 

jurisprudencia de rubro:
“Novena Época. Registro: 180419. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XX, Octubre de 2004. Materia(s): Común  Tesis: 
VI.2o.C. J/245  Página: 1921.
ACCIÓN. SU IMPROCEDENCIA Y LA NO 
JUSTIFICACIÓN DE SUS ELEMENTOS, SON 
CONCEPTOS DIVERSOS..”

Finalmente, cobra aplicación el criterio jurisprudencial 

de rubro:
“Décima Época. Registro: 2016352. Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación. Publicación: viernes 09 de marzo de 2018 
10:12 h. Materia(s): (Civil)  Tesis: 1a./J. 1/2018 (10a.).
COSTAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO 
PROCEDE LA APLICACIÓN SUPLETORIA DE ALGÚN 
ORDENAMIENTO PROCESAL PARA SU IMPOSICIÓN.” 

Con lo anterior, se da contestación de manera integral 

a la excepción 9 de falta de acción y derecho por el pago de 

gastos y costas, en razón de que lo determinado por este 

Juzgador en el presente considerando aborda los 

argumentos planteados por la demandada en la presente 

excepción.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en lo 

dispuesto por los artículos 1321, 1322, 1324, 1327 y 1390 

Bis 39 del Código de Comercio, se 

R E S U E L V E:
PRIMERO. Los presupuestos procesales se surten al 

tenor de lo expresado en los considerandos primero, 

segundo y tercero de esta sentencia.

SEGUNDO. La parte actora justificó los elementos 

constitutivos de su acción, mientras que la demandada no 

justificó sus excepciones.

TERCERO. Se declara la nulidad de los retiros en 
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ventanilla de fechas 23 de octubre de 2020 y 16 de agosto de 

2021, por las cantidades de 160,000.00 (ciento sesenta mil 

pesos moneda nacional) y 113,000.00 (ciento trece mil pesos 

moneda nacional), respectivamente, con cargo a la cuenta 

*********** cuya suma representa la cantidad de 

$273,000.00 (doscientos setenta y tres mil pesos, moneda 
nacional).

CUARTO. Se condena a la demandada a reembolsar 
a la parte actora la cantidad de $273,000.00 (doscientos 
setenta y tres mil pesos, moneda nacional), que 

corresponde a los recursos que fueron sustraídos a causa de 

las operaciones declaradas nulas.

QUINTO. Se condena al pago de intereses al tipo legal 

del 6% (seis por ciento) anual; sobre la cantidad de 

$273,000.00 (doscientos setenta y tres mil pesos, moneda 
nacional), concepto que deberá cuantificarse en la etapa 

ejecutiva de la sentencia, acorde con  las directrices 

precisadas en el considerando quinto de esta resolución.

SÉPTIMO. No se hace especial condena de costas, por 

lo que corresponde a esta instancia.

La presente resolución se notificó a las partes en 

términos del artículo 1390 Bis 22 del Código de Comercio, 

durante el desahogo de la audiencia de juicio; en la que, 

además, se dejaron a su disposición copias de la presente y 

de los registros correspondientes.

Lo resolvió y firma Jesús Vladimir León Mostacci, 

Juez Segundo de Distrito en Materia Mercantil Federal, en el 

Estado de Jalisco, Especializado en Juicios Orales, con sede 

en Zapopan, ante Lucía Salcido Cuevas, secretaria que 

autoriza y da fe.

JVLM /lsc (Firmado electrónicamente) 
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El diecinueve de febrero de dos mil veintiséis, la suscrita Lucía Salcido Cuevas, secretaria 
del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Mercantil Federal, en el Estado de Jalisco, Especializado en 
Juicios Orales, con sede en Zapopan, Jalisco, hago constar y certifico: Que en términos de lo previsto en los 
artículos 108, 112, 115 y 120 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta 
versión pública suprime toda aquella información considerada legalmente como reservada y confidencial, al 
tratarse de datos personales de las parte. Doy fe.  (Firmado electrónicamente)

Zapopan, Jalisco, diecinueve de febrero de dos mil 

veintiséis.

-
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Orales, con sede en Zapopan, hago constar y certifico que en esta versión
pública no existe información clasificada como confidencial o reservada en
términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública. Conste.


